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-R-DCA-272-2007

CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA. División de Contratación Administrativa. San José, a las ocho horas del cuatro de julio de dos mil siete.------------------------

Diligencias de aclaración y adición interpuestas por LINDY VIVIANA ACUÑA BENAVIDES a la resolución R-DCA-251-2007 de las 8:30 horas del 20 de junio de 2007, emitida por esta División de Contratación Administrativa, en atención a los recursos de objeción interpuestos contra el cartel de la Licitación Pública 2007LN-000049-PCAD, concurso promovido por el Banco Popular y de Desarrollo Comunal para la Contratación de Servicios Profesionales para Notariado..------------------

I. POR CUANTO: Mediante escrito presentado, el día 27 de junio de 2007, la señora Lindy Viviana Acuña Benavides, interpuso diligencias de aclaración y adición a la resolución R-DCA-251-2007 de las de las 8:30 horas del 20 de junio de 2007, emitida por esta División de Contratación Administrativa.------------------------------------------------------------------------------------

II. POR CUANTO: Mediante resolución R-DCA-251-2007 de las de las 8:30 horas del 20 de junio de 2007 se declaró sin lugar el recurso presentado por Lindy Viviana Acuña Benavides, entre otros.-----------------------------------------------------------------------------------------------------------------
III. POR CUANTO: SOBRE LA ADMISIBILIDAD. El artículo 169 del Reglamento a la Ley General de Contratación Administrativa dispone que dentro de los tres días hábiles siguientes a la notificación de la resolución que resuelva un recurso de objeción, apelación o revocatoria, las partes podrán solicitar las aclaraciones o adiciones que consideren pertinentes para la correcta comprensión de lo dispuesto por la Contraloría General de la República o la Administración , según sea el caso. Por medio de las diligencias sólo se podrán corregir errores materiales, precisar términos del pronunciamiento, subsanar omisiones o correcciones que presente la resolución, sin que sea posible variar lo resuelto. De conformidad con lo anterior, según consta a folios G183 y G184 del expediente de objeción, la resolución R-DCA-251-2007 fue debidamente notificada a la señora Lindy Viviana Acuña Benavides, el pasado 22 de junio, y las diligencias de aclaración y adición se presentaron el 27 de junio de 2007, es decir, dentro de los tres días hábiles posteriores a  la notificación, razón por la cual su solicitud se encuentra presentada en tiempo.------------------------ 

IV. POR CUANTO: SOBRE DE LAS DILIGENCIAS DE ACLARACIÓN Y ADICIÓN: Mediante escrito de fecha 27 de junio de 2007, la señora Lindy Viviana Acuña Benavides, interpuso recurso de aclaración y adición al acto administrativo realizado por esta División de Contratación Administrativa, resolución R-DCA-251-2007 de las 8:30 horas del 20 de junio de 2007 que declara sin lugar el recurso de objeción presentado por ella en contra del cartel de la Licitación Pública 2007LN-000049-PCAD. Solicita aclaración y adición a lo dispuesto en la citada resolución, por cuanto manifiesta que la resolución dicha no hace referencia a lo indicado en su recurso de objeción, referente a que la experiencia como Notario en la formalización de créditos, no se da únicamente en las entidades financieras supervisadas por la SUGEF, ya que existen gran cantidad de asociaciones e incluso instituciones estatales que brindan servicio crediticio, sin ser supervisadas, y esta experiencia debería ser considerada en la puntuación. Asimismo, señala que  en la página 35 de la resolución que se solicita se adicione y aclare, en el recurso referente a la experiencia del oferente, interpuesto por la licenciada Andreína Vincenzi Guilá y otros, no se incluyó su planteamiento, y que la objeción de esos notarios, al igual que la suya, es clara al cuestionar que “Un Notario de gran experiencia y conocimiento en los contratos requeridos por un banco como hipotecas, traspasos, prendas, entre otros, podría quedar exluido si su experiencia se refiere únicamente a sujetos privados...” [sic] Que la distribución de los puntos es totalmente discriminatoria para aquellos notarios que tal vez tienen mucha experiencia notarial pero con instituciones, empresas o personas físicas que se dedican [sic] prestar dinero, pero que no están reguladas por la SUGEF. Agrega que, al respecto, la Administración se pronuncia diciendo, entre otros aspectos que “si bien no se indica el número de escrituras en forma expresa, lo cierto del caso es que la asignación del puntaje ... que es totalmente admisible y procedente exigir condiciones de experiencia...” [sic], sin que se refiera al aspecto cuestionado. Por último, refiere que esta Contraloría también es omisa en cuanto al punto objetado, por lo que solicita que se resuelva lo que corresponda con respecto a aspectos que sí fueron objetados en los recursos interpuestos, y sobre los que no se hizo alusión. Criterio del Despacho: En cuanto al asunto sometido a conocimiento de este Despacho se observa que se plantea como un recurso de aclaración y adición, siendo lo correcto diligencias de aclaración y adición de la resolución, de conformidad con el artículo 169 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, gestión que nos ocupa. Ahora bien, respecto al tema de las diligencias de adición y aclaración, la Sala Constitucional en el Voto 032-95 de las 16:33 horas del 3 de enero de mil 1995, en lo pertinente señala:

“La sentencia debe referirse a un caso controvertido, no pudiendo el juez dictar resoluciones en abstracto.  Así esta función –la jurisdiccional- obliga al juez a ‘juzgar’, ‘opinar’ y ‘valorar’ los hechos objeto de la litis y adecuarlos al marco normativo vigente por lo que contiene una decisión positiva y precisa de los mismos, es decir, es una expresión de lo considerado por la autoridad judicial [..] Sin embargo, en razón de que los jueces pueden incurrir en error material, no ser suficientemente explícitos o dejar de pronunciarse sobre algún punto objeto del conflicto, la ley le otorga a los jueces y tribunales la posibilidad de corregir su error, precise (sic) los términos de su pronunciamiento o subsane (sic) su omisión. [..] En virtud de lo anterior, el juez no tiene poderes de rectificación ni de enmienda, sino exclusivamente de ampliación o aclaración de lo que hubiese omitido considerar, y debe tenerse en cuenta que las aclaraciones o ampliaciones o las correcciones o errores materiales solicitadas, deben ser de tal naturaleza que no alteren lo sustancial de la decisión, pues lo contrario implicaría admitir que el juez puede variar en forma reiterada las conclusiones de litigio sometido a su conocimiento, y convertiría esta gestión en un recurso de apelación o inclusive de revocatoria…[..] El hecho de que las gestiones de adición y aclaración de sentencias ‘solo procedan respecto de la parte dispositiva’ no quiere decir que no se pueda discutir en relación con los fundamentos de la sentencia, sino que lo serán en la medida en que sustenten la parte dispositiva de la misma, pero no en forma aislada...”

De conformidad con lo citado, la gestión de aclaración y adición es procedente con respecto a extremos omitidos en el por tanto o con respecto a la aclaración de partes oscuras de la parte dispositiva.  En este caso, tenemos que si bien no existe confusión ni oscuridad alguna en la parte dispositiva de la resolución, es lo cierto que la señora Lindy Viviana Acuña Benavides objetó los puntos 3.1.4.1 y 3.1.4.2 del cartel -al igual que otros recurrentes-, y la resolución de cita omitió señalar que la señora Acuña Benavides también objetaba los referidos puntos, por lo que se acoge la diligencia de adición en ese sentido, para que se tenga por incorporado el nombre de la recurrente en la citada resolución R-DCA-251-2007. Delimitado lo anterior, tenemos que el tema de fondo si fue debida y oportunamente abordado por este Despacho, en virtud de que también fue alegado por otros recurrentes. Al efecto, nótese que en la misma página 35 que cita, se establece en el mismo orden de ideas en que plantea la objeción la señora Acuña Benavides lo siguiente: “(...)Que un notario de gran experiencia y conocimiento en los contratos requeridos por un banco como hipotecas, traspasos y prendas entre otros podría quedar excluido si su experiencia se refiere únicamente a sujetos privados, a quienes nunca se les ha incumplido ni se les ha faltado a la responsabilidad como notario competente.  Que la distribución de los puntos es totalmente discriminatoria para aquellos notarios que tal vez tienen mucha experiencia notarial pero con instituciones, empresas o personas físicas que se dedican a prestar dinero, pero que no están reguladas por la SUGEF, porque no existe gran diferencia, además de unas pocas cláusulas, entre los estudio pre escriturarios, la redacción de la escritura de crédito y el procedimiento de inscripción de la misma (ya sea una hipoteca o una prenda) para las empresas privadas o instituciones supervisadas por la SUGEF y otras instituciones (INVU, CCSS, CAJA ANDE, entre otros), empresas privadas o personas físicas que no lo son.”, como puede observarse en esencia el tema de fondo es el mismo. En el mismo orden de ideas, la Administración al atender la audiencia responde “(...)El punto consignado es claro y preciso, lo que se pretende es buscar contratar profesionales cuya experiencia, actividad y desempeño garantice idoneidad, capacidad, conocimiento del entorno y dinamismo, de ahí que resulta importante para esta entidad bancaria que los oferentes demuestren que cuentan con esta experiencia a la que se hace mención en este ítem. (...)En todos los concursos públicos lo propio es establecer un marco de idoneidad técnica de los oferentes que garantice justamente condiciones mínimas para cumplir con el objeto contractual y con el resultado esperado y así lo ha manifestado y mantenido ampliamente la Contraloría General de la República en sus dictámenes de manera que es totalmente admisible y procedente, exigir condiciones de experiencia.”, lo anterior consta en páginas 36 y 37 de la citada resolución, y muy ligado a lo anterior, en el punto 3.1.4.2  la Administración responde “(...)que es importante consignar que el objeto de la contratación va de la mano con los elementos valorativos consignados, mismos que permitirán contar con profesionales que hayan tenido amplia experiencia en los créditos bancarios supervisados por la SUGEF, siendo este un elemento esencial dentro de la metodología de valoración, en razón de la naturaleza de las funciones y actividad ordinaria de este ente oferente. De manera que las consideraciones expuestas por los citados profesionales que objetan el presente punto no son concordantes con lo dispuesto en el cartel ya que como se observa existe una relación armoniosa y concatenada entre el servicio a contratar y la necesidad del servicio a contratar, mismas que van orientadas a satisfacer las necesidades de notariado institucional del créditos bancarios, siendo que aquellos potenciales oferentes que no cumplan con los ítems contenidos en el pliego cartulario, quedarán sin la puntuación pertinente, por el hecho de no cumplir con los requerimientos y no por el simple hecho de que hayan o no prestado los servicios a este Banco.”, véase página 38 de la resolución. Ahora bien, con fundamento en lo anterior, este Despacho resolvió en la página 39 que la determinación del sistema de evaluación es potestad de la Administración. Valga destacar, y a mayor abundamiento, que los puntos objetados y sobre los cuales se solicita ahora aclaración y adición, corresponden al sistema de evaluación establecido por la Administración licitante, dentro de la discrecionalidad que tiene otorgada, y lo que le corresponde a este Despacho es verificar que los criterios de evaluación resulten razonables, proporcionales y objetivos. En el tema en cuestión, sobre la experiencia con entidades supervisadas por la SUGEF, tal y como lo expuso la Administración en su audiencia visible a folio B-21, supra citado, “(...) el objeto de la contratación va de la mano con los elementos valorativos consignados, mismo que permitirán contar con profesionales que hayan tenido amplia experiencia en los créditos bancarios supervisados por la SUGEF, siendo este un elemento esencial dentro de la metodología de valoración, en razón de la naturaleza de las funciones y actividad ordinaria de este ente oferente.(...)” . A criterio de este Despacho, quedan acreditadas razones suficientes, justificadas, razonables y proporcionales para establecer en el sistema de evaluación que la experiencia sea con entidades supervisadas por la SUGEF, razón por la cual los recursos de objeción fueron declarados sin lugar en tales extremos. En consecuencia, se adiciona la R-DCA-251-2007, en el sentido de que se tenga por incorporado el nombre de la recurrente Lindy Viviana Acuña Benavides en los apartados que abordan los puntos 3.1.4.1 y 3.1.4.2., y en lo demás se confirma lo ya resuelto.-------------------------------------------------------------------------------------------
POR TANTO

De conformidad con lo expuesto y lo dispuesto por los artículos 182, 183, y 184 de la Constitución Política, 34 y 37 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, 81 y siguientes de la Ley de Contratación Administrativa y 169 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa SE RESUELVE:  1) Adicionar la resolución R-DCA-251-2007, en el sentido de que se tenga por incorporado el nombre de la recurrente Lindy Viviana Acuña Benavides en los apartados que abordan los puntos 3.1.4.1 y 3.1.4.2., y en lo demás se confirma lo ya resuelto. -------------------------

NOTIFÍQUESE.--------------------------------------------------------------------------------------------------- 
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